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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE (47) ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil veintitrés (2023)  

 

Clase de Proceso : ACCIÓN DE TUTELA 

 

Accionante : HUGO DELGADO MUÑETONES.  

 

Accionado : DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL -DISAN-  

   

Radicación No. : 11001334204720230011500 

 

Asunto  : Derecho fundamental de petición, salud y debido proceso. 

 

 

Como toda la actuación de la referencia se ha efectuado conforme a las reglas 

adjetivas que le son propias, sin que se observe causal alguna que invalide lo 

actuado, es procedente proferir decisión de mérito, para lo cual el Juzgado 

Cuarenta y Siete (47) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, en ejercicio 

legal de la Función Pública de administrar Justicia que le es propia, y con 

observancia plena al derecho aplicable, dicta la presente 

 

SENTENCIA 

 

1.- A N T E C E D E N T E S 

 

Con fundamento en el art. 86 de la C.P., el Decreto 2591 de 1991 y Decreto 333 de 6 

de abril de 2021 procede el Despacho a decidir en primera instancia, la acción de 

tutela promovida por el señor HUGO DELGADO MUÑETONES, quien actúa a través de 

apoderado judicial contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, por 

presunta vulneración a sus derechos fundamentales de petición, salud y debido 

proceso. 

 

La cual se fundamenta en los siguientes:  
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1.1. HECHOS 

 

2. El 20 de enero de 2023, a través de apoderado, el señor Delgado 

Muñetones radicó el derecho de petición bajo el consecutivo N° 

202301010573, solicitando fecha hora y lugar para concepto médico 

laboral en la especialidad de dermatología, para dar continuidad al 

proceso de exámenes de retiro de que trata el artículo 8 del Decreto 1796 

de 2000, haciendo solicitud de copias de las anotaciones médico laborales 

registradas en el Sistema Integrado de Medicina Laboral del Ejército. 

 

3. Sin respuesta alguna al requerimiento anterior se radica la presente acción 

constitucional. 

 

 

1.2. DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS 

 

El accionante sostiene que con el actuar de la entidad se le han vulnerado sus 

derechos fundamentales al debido proceso, salud y debido proceso. 

 

II. ACTUACIÓN PROCESAL 

 

La acción constitucional fue radicada ante este Despacho Judicial el 10 de abril de 

2023 y como la solicitud reunió los requisitos de ley, se le dio curso a través del auto 

admisorio del 11 de abril del año en curso, a través del cual, se notificó su iniciación 

al DIRECTOR DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, para que informaran a este 

Despacho sobre los hechos expuestos en la acción de tutela respecto de los 

derechos deprecados en la acción de tutela y los derechos presuntamente 

conculcados.   

III. CONTESTACIÓN DE LA ACCIÓN DE TUTELA  

 

Vencido el término otorgado no se presenta informe por parte de la entidad 

tutelada. 

 

IV. CONSIDERACIONES  

 

4.1.  PROBLEMA JURÍDICO  

 

El problema jurídico se contrae a determinar si la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL 

EJÉRCITO NACIONAL ha vulnerado el derecho fundamental de petición, salud y 
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debido proceso del señor HUGO DELGADO MUÑETONES, al no fijar fecha y hora para 

la realización de la junta médico laboral, con los conceptos médico laborales 

requeridos y la expedición de la documentación contenida en los registros 

efectuados en el Sistema Integrado de Medicina Laboral del Ejército. 

 

4.2. Generalidades de la acción de tutela: 

 

La acción de tutela es una de las grandes innovaciones del Constituyente de 1991, 

con la cual se pretendió salvaguardar en una forma efectiva, eficiente y oportuna 

los derechos fundamentales, pues se trata de un mecanismo expedito que permite 

la protección inmediata de aquellos.  

 

Este mecanismo, de origen netamente constitucional ha sido propuesto como un 

elemento procesal complementario, específico y directo, cuyo objeto es la 

protección concreta e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales 

cuando éstos sean violados o se presente amenaza de su violación.  

 

De esta manera el art. 86 de la CP lo consagró en los siguientes términos:  

 

(…) 

 

ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y 

sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata 

de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se 

solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 

inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo 

caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela 

y su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 

particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya 

conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de 

quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

La mentada disposición constitucional fue desarrollada por el Decreto 2591 de 

1991, en la que se dispuso además de los principios que la regían, su objeto y el 

procedimiento que ha de seguirse en los estrados judiciales.  

 

Ha de advertirse que tanto en la norma constitucional como en la reglamentaria, 

el ejercicio de la citada acción está supeditado a la presentación ante el Juez 
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Constitucional de una situación concreta y específica de violación o amenaza de 

vulneración de los derechos fundamentales, cuya autoría debe ser atribuida a 

cualquier autoridad pública, o en ciertos eventos definidos por la ley a sujetos 

particulares; además, el sujeto que invoca la protección debe carecer de otro 

medio de defensa judicial para proteger los derechos cuya tutela pretende, pues 

de existir estos la tutela es improcedente, excepto cuando se use como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable, al no ser suficientes los mecanismos 

ordinarios para lograr la protección reclamada. 

 

4.3.  DESARROLLO DEL PROBLEMA JURÍDICO  

 

Para resolver el problema jurídico planteado, el Despacho considera que se hace 

necesario estudiar la normativa aplicable al caso y la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional al respecto. 

 

4.3.1 Las obligaciones en materia de salud en las fuerzas militares. 

El artículo 217 de la Constitución Política de 1991 dispone que la Nación tendrá 

para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el Ejército, la 

Armada y la Fuerza Aérea, frente a las cuales la ley determinará el sistema de 

reemplazos, así como los ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el 

régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio. 

 

En desarrollo del anterior precepto, fue expedido el Decreto 1795 de 2000 “Por el 

cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”, que 

consagró en su artículo 5º como objeto del Sistema de Salud la prestación del 

Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial, 

como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en 

las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del 

personal afiliado y sus beneficiarios, lo que impone en cabeza del Estado la 

obligación de suministrar atención médica a quienes prestan o han prestado sus 

servicios a las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional y que en desarrollo de su 

especial actividad pueden ver menoscabada su salud en pro de defensa de los 

habitantes del territorio nacional y la soberanía del estado. 

 

Así lo expresó la Corte Constitucional en sentencia T-516 de 2009, en la cual señaló 

que el sistema de seguridad social para los integrantes de la fuerza pública es 

aplicable a los miembros y ex miembros de las fuerzas militares, cuando se 

presenten 3 situaciones específicas: 
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(…) 

Primera. Cuando una persona a pesar de haber adquirido una lesión o una 

enfermedad desde antes de ser incorporada a las fuerzas militares, es 

aceptada como miembro activo de cualquiera de las fuerzas o policía y estas 

no fueron identificadas durante la realización de los exámenes psicofísicos de 

ingreso, agravándose como consecuencia del servicio militar, deberá ser 

atendido por la correspondiente dependencia de sanidad militar, quien 

brindará atención médica integral en la medida en que tal lesión o 

enfermedad representa una amenaza cierta y actual del derecho a la vida en 

condiciones dignas 

 

Segunda. Cuando la lesión o enfermedad (i) es producida durante o por 

ocasión de la prestación del servicio y (ii) es generada como producto directo 

de la actividad desempeñada o (ii) es la causa de la desincorporación de las 

fuerzas militares o de policía, las fuerzas militares o de policía deberán  

hacerse cargo de la atención médica.  

 

Tercera. “La constituyen los casos en los cuales la lesión o enfermedad tiene 

unas características que ameritan la práctica de exámenes especializados 

para determinar el nivel de incapacidad laboral de la persona o el momento 

en que esta fue adquirida. 

 

En tal sentido, al presentarse tales situaciones se deberá materializar el 

principio de continuidad de la prestación del servicio y generar en favor de 

quienes sirven a la Nación, el derecho a seguir recibiendo atención médica 

integral por parte del sistema de salud de las fuerzas militares y de la policía, 

de modo que se salvaguarde su vida, salud e integridad, aunque hayan sido 

desincorporados de la respectiva institución”. (Negrilla y subrayado fuera 

de texto) 

 
El Alto Tribunal recordó que el Decreto 1795 de 2000 “Por el cual se estructura el Sistema 

de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”, en su artículo 23 establece 

quiénes se consideran afiliados al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la 

Policía Nacional, de modo que en principio, podría afirmarse que quienes sean 

desvinculados del servicio sin derecho a pensión o asignación de retiro, no podrían  

recibir tales servicios de salud, sin embargo, la Constitución Política en sus artículos 

48 y 49 establece que la seguridad social y la salud son servicios públicos de 

carácter obligatorio cuya prestación se encuentra sometida a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad, por lo tanto, el derecho a la salud y a la 

seguridad social, así como el derecho a la vida en condiciones dignas no puede 

verse afectado por la no prestación del servicio de salud cuando se presenta 

desvinculación del servicio, toda vez, que la obligación de las Fuerzas Militares no 

termina con la desvinculación del servicio, pues quien ha servido en pro de defensa 

de los habitantes del territorio nacional y la soberanía del estado, está cobijado por 

la obligación que el Estado tiene de prestar la asistencia médica requerida, 

cuando los supuestos de hecho en que se encuentre un ex – miembro de la Fuerza 

Pública, se puedan subsumir en las circunstancias excepcionales expuestas. 

 

4.3.2 De los exámenes de retiro y la convocatoria a la junta médico laboral. 
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Conforme lo estipula el artículo octavo del Decreto 1796 de 20001, las direcciones 

de sanidad tienen la obligación de realizar el examen de retiro (exámenes médicos 

y paraclínicos) a las personas que dejen de pertenecer a la fuerza pública, sin 

importar la causa que haya dado origen al retiro del servicio. Según la norma, ese 

examen debe practicarse en los 2 meses siguientes al acto administrativo que 

produce la novedad de retiro. 

 

Si el examen de retiro no se realiza en ese término, de todos modos, la obligación 

de la dirección de sanidad se mantiene, pues es necesario para determinar si el 

exintegrante de la fuerza pública se encuentra en las mismas condiciones de salud 

en las que ingresó al servicio o si, por el contrario, requiere de asistencia médica y 

valoración por junta médico laboral. 

 

Conforme lo prevé el artículo 15 del mismo estatuto, la Junta Médico Laboral Militar 

o de Policía tiene como funciones:  

 
i. Valorar y registrar las secuelas definitivas de las lesiones o afecciones diagnosticadas 

ii. Clasificar el tipo de incapacidad sicofísica y aptitud para el servicio, pudiendo recomendar la 

reubicación laboral cuando así lo amerite. 

iii. Determinar la disminución de la capacidad psicofísica. 

iv. Calificar la enfermedad según sea profesional o común. 

v. Registrar la imputabilidad al servicio de acuerdo con el Informe Administrativo por Lesiones. 

vi. Fijar los correspondientes índices de lesión si hubiere lugar a ello. 

vii. Las demás que le sean asignadas por Ley o reglamento. 

 

 

Por su parte, el artículo 19 consagra como causales para convocar Junta Médico 

Laboral, las siguientes: 

 
- Cuando en la práctica de un examen de capacidad sicofísica se encuentren lesiones 

o afecciones que disminuyan la capacidad laboral. 

- Cuando exista un informe administrativo por lesiones. 

- Cuando la incapacidad sea igual o superior a tres (3) meses, continuos o 

discontinuos, en un (1) año contado a partir de la fecha de expedición de la primera 

excusa de servicio total. 

- Cuando existan patologías que así lo ameriten. 

- Por solicitud del afectado. 

 

 

4.3.3. Derecho a la vida y la dignidad humana. 

 

Tanto la jurisprudencia como la doctrina y la filosofía jurídica coinciden en 

considerar que el reconocimiento de la salud como un derecho parte del 

                                                           
1 "Por el cual se regula la evaluación de la capacidad sicofísica y de la disminución de la capacidad laboral, y 

aspectos sobre incapacidades, indemnizaciones, pensión por invalidez e informes administrativos  por lesiones, de 

los miembros de la Fuerza Pública, Alumnos  de las Escuelas de Formación y sus equivalentes en la  Policía Nacional, 

personal civil al servicio del  Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y personal no uniformado de 

la Policía Nacional vinculado con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993" 
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convencimiento de que el ser humano no puede existir dignamente y no puede 

realizar sus funciones vitales si carece de salud: El ser disminuido en sus facultades 

solo puede ejercer sus funciones imperfectamente. A partir de allí el derecho a la 

vida se amplía e incorpora una serie de derechos más concretos como el derecho 

a la vida saludable e íntegra. La salud se constituye en el derecho del hombre a 

mantener y conservar del mejor modo posible su existencia humana –sus 

condiciones físicas y mentales– como requisito indispensable para ser lo que está 

llamado a ser2. 

 

El derecho a la dignidad humana, se constituye como un derecho fundamental 

autónomo, y cuenta con los elementos de todo derecho: un titular claramente 

identificado (las personas naturales), un objeto de protección más o menos 

delimitado (autonomía, condiciones de vida, integridad física y moral) y un 

mecanismo judicial para su protección (acción de tutela). Se consolida entonces 

como verdadero derecho subjetivo, es claro que la vida no puede reducirse a la 

mera subsistencia, sino que implica el vivir adecuadamente en condiciones de 

dignidad. 

 

4.3.4 La salud como derecho fundamental. 

 

El derecho a la salud fue elevado al rango constitucional a través de la Ley 1751 

del 16 de febrero de 2015. 

 

El artículo segundo de esta normatividad dispone que el derecho a la salud 

comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con 

calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud, lo define 

además como una prestación que está en cabeza del Estado y por lo tanto, es de 

carácter esencial y obligatoria, por lo que debe ejecutarse bajo su indelegable 

dirección, supervisión, organización, regulación, coordinación y control conforme 

lo estipula el artículo 49 de la carta política, como quiera que con aquel, lo que se 

busca es proteger el desarrollo de una vida digna, la cual se manifiesta como uno 

de los pilares de la noción de derechos fundamentales y, además, como 

fundamento del Estado Social de Derecho. 

 

4.3.5.  Debido proceso administrativo. 

El derecho fundamental al debido proceso nació de la mano de las actuaciones 

judiciales. No obstante, con su consagración en el artículo 29 de la Carta Política 

                                                           
2 Arbeláez Rudas, Mónica, Derecho a la salud en Colombia: el acceso a los servicios del sistema general de 

seguridad social en salud, Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP), 2006, pp. 71 y 71. 
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se hizo extensiva su aplicación a toda clase de procedimientos, judiciales y 

administrativos. 

Es así como este derecho garantiza que el ejercicio de la función administrativa se 

ajuste a los parámetros constitucionales y legales dispuestos para el desarrollo de 

los trámites a su cargo, el equilibrio procesal entre el Estado y el ciudadano en este 

tipo de actuaciones y la protección de otros derechos que podrían verse 

afectados por decisiones caprichosas y arbitrarias de las autoridades estatales.  

Estas garantías son aplicables tanto a las actuaciones judiciales como a las 

administrativas, incluido el trámite de definición de la situación militar llevado a 

cabo por el Ejército Nacional, en consecuencia, en las actuaciones administrativas 

las autoridades militares se encuentran en la obligación de observar el respeto por 

el debido proceso en aras de evitar la configuración de arbitrariedades que 

puedan atentar contra los derechos fundamentales de la población civil y de 

quienes forman parte de la institución. 

La Corte Constitucional, en sentencia T-103 de 16 de febrero de 2006, se refirió al 

derecho al debido proceso administrativo en los siguientes términos: 

(…) 

Conforme lo prescribe el inciso primero del artículo 29 de la Constitución Política, "el 

debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas" 

(subrayas fuera del original). Tan clara afirmación constitucional no deja duda acerca de la 

operatividad en el Derecho Administrativo del conjunto de garantías que conforman la 

noción de debido proceso. Por ello, ha dicho la Corte, los derechos de defensa, de 

contradicción, de controversia de las pruebas, de publicidad, entre otros, que forman parte 

del la noción de debido proceso, deben considerarse como garantías constitucionales que 

presiden toda actividad de la Administración. Obsérvese que el aparte del artículo 29 

superior que se transcribió anteriormente explícitamente dice que el debido proceso se 

aplicará a toda actuación administrativa; de donde se deduce que ésta, en cualquiera de sus 

etapas, debe asegurar la efectividad de las garantías que se derivan de dicho principio 

constitucional. En tal virtud, la Corte ha entendido que los derechos de defensa, 

contradicción y controversia probatoria, así como el de publicidad de los actos de la 

Administración, tienen vigencia desde la iniciación misma de cualquier procedimiento 

administrativo, hasta la conclusión del proceso, y debe cobijar a todas las personas que 

puedan resultar obligadas en virtud de lo resuelto por la Administración. En este sentido, 

por ejemplo, la jurisprudencia ha explicado lo siguiente, refiriéndose a la naturaleza del 

derecho al debido proceso administrativo: “... la existencia de dicho derecho fundamental, 

se concreta, en cuanto a los mecanismos de protección de los administrados, en dos 

garantías mínimas, a saber: (i) En la obligación de las autoridades de informar al 

interesado acerca de cualquier medida que lo pueda afectar; y (ii) en que la adopción de 

dichas decisiones, en todo caso, se sometan por lo menos a un proceso sumario que asegure 

la vigencia de los derechos constitucionales de contradicción e impugnación. De esta 

manera, el debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de 

manera previa limita los poderes del Estado y establece las garantías de protección a los 

derechos de los administrados, de modo que ninguna de las actuaciones de las autoridades 

públicas dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los 

procedimientos señalados en la ley. El debido proceso administrativo consagrado como 

derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, se convierte en una 

manifestación del principio de legalidad, conforme al cual toda competencia ejercida por las 

autoridades públicas debe estar previamente señalada en la ley, como también las funciones 

que les corresponden y los trámites a seguir antes de adoptar una determinada decisión (C.P. 

arts. 4° y 122).” (Negrilla fuera del texto). 
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En suma, tanto las autoridades judiciales como las administrativas deben observar 

el respeto por los procedimientos en toda clase de actuación3. 

 

4.3.6 El derecho de petición. 

 

El art. 23 de la Constitución Política consagra el derecho de toda persona a 

presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés 

general o particular, por lo tanto, es un derecho fundamental del cual procede 

la acción de tutela. 

 

La ley 1755 del 30 de junio de 2015, reguló el derecho fundamental de petición y 

sustituyó el título II del CPACA, y en su artículo 13 indica que toda actuación de 

una persona ante autoridad indica el ejercicio del derecho de petición del art. 

23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. 

 

- Reconocimiento de un derecho. 

- Intervención de una entidad o funcionario. 

- Resolución de una situación jurídica. 

- Prestación de un servicio. 

- Requerir información. 

- Consultar. 

- Examinar y requerir copias de documentos. 

- Formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. 

 

Ahora bien, el término para resolver el derecho de petición es de 15 días después 

de la recepción de dicha solicitud. Cuando lo que se solicita son documentos o 

información se deberán resolver dentro de los 10 días siguientes a su recepción y 

si no se le da respuesta al peticionario se entenderá que la solicitud ha sido 

aceptada y por ende las copias se entregarán dentro de los 3 días siguientes. Por 

su parte las peticiones donde se eleve consulta deberán resolverse dentro de los 

30 días siguientes a su recepción. El artículo 20 de la ley 1755 prevé sobre la 

atención prioritaria a las peticiones de reconocimiento de un derecho 

fundamental cuando deban ser resueltas para evitar un perjuicio irremediable al 

peticionario. 

  

El Derecho de petición adquiere real importancia en un Estado Social de 

Derecho como el nuestro, por cuanto es considerado como uno de los 

                                                           
3 Corte Constitucional T-614 de 2016. 
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instrumentos fundamentales con que cuenta el Estado, para hacer efectiva la 

Democracia participativa, pues con fundamento en este los ciudadanos pueden 

acudir ante las autoridades públicas con el fin de informarse y hacer efectivos los 

demás derechos fundamentales. 

 

4.3.7 Jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

 

La Honorable Corte Constitucional ha expresado en múltiples oportunidades que 

gracias al ejercicio del derecho de petición los ciudadanos pueden ejercer otros 

derechos fundamentales, como son el derecho a la información, la libertad de 

expresión, la participación política, entre otros. 

 

De acuerdo con la definición que trae el art. 23 superior, puede decirse que el 

núcleo esencial de este derecho reside en la obtención de una “resolución pronta 

y oportuna de la cuestión planteada por el administrado, pues de nada serviría la posibilidad de 

dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”4. 

 

En concordancia con lo anterior, se hace necesario advertir que no puede ser 

cualquier comunicación devuelta al peticionario, con la cual se considere 

satisfecho su derecho de petición: pues se habla de una verdadera respuesta, 

que si bien no tiene que ser siempre favorable a las pretensiones del peticionario, 

sí debe cumplir con los requisitos de ser oportuna, resolver de fondo lo solicitado 

de manera clara, precisa y congruente, además de ser puesta en conocimiento 

del peticionario. 

 

El ejercicio del derecho de petición, al ostentar un rango fundamental, habilita 

en el supuesto de su vulneración, la procedibilidad de la acción de tutela, pues 

como se dejó advertido éste es un mecanismo especial de rango superior 

previsto precisamente, para la protección de los derechos constitucionales 

fundamentales de las personas, cuando se encuentran amenazados o han sido 

conculcados por una autoridad pública o por los particulares. 

 

4.4. CASO CONCRETO 

 

4.4.1. Hechos probados: 

 

Se encuentran demostrados en el proceso con los medios de prueba 

documentales aportados al plenario, los siguientes5:  

                                                           
4 Corte Constitucional, sentencia T-377/2000 
5 Ver expediente digital “01EscritoTutela” hoja 9-13 del PDF. 
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- Derecho de petición del 20 de enero de 2023, por medio del cual el actor 

solicitó ante la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional concepto y 

realización de la Junta médico laboral y copia de la documentación íntegra 

que hace parte del expediente médico laboral y las anotaciones realizadas 

en el Sistema Integrado de Medicina Laboral.   

 

- Soporte electrónico de envío de la petición anterior, realizada el día 20 de 

enero de 2023 a los correos disan.juridica@buzonejercito.mil.co; 

usuarios@mindefensa.gov.co;  disanejc@ejercito.mil.com; 

sjmlbcoper@buzonejercito.mil.co;  peticiones@pqr.mil.co, por parte del 

apoderado de la parte actora. 

 

- Solicitud de concepto médico emitido por el profesional en salud 

ocupacional de las Fuerzas Militares del Ejército, a través del cual se solicitó 

el concepto de DERMATOLOGÍA por motivo de retiro, observación de 

Leishmaniasis- onicomicosis resistente a tratamiento en pies. 

 

De los hechos narrados en la demanda y las pruebas incorporadas al expediente, 

se encuentra acreditado que el señor HUGO DELGADO MUÑETONES prestó 

servicios en el Ejército Nacional, quién solicitó dar cumplimiento al artículo 8 del 

Decreto 1796 de 2000. Así las cosas, se ordenó por el Oficial de Sanidad del Ejército 

Nacional, concepto por el servicio de dermatología desde el 30 de agosto de 2022, 

con observaciones de leishmaniasis, onicomicosis resistente a tratamiento en pies. 

 

Por lo anterior, mediante petición del 20 de enero de 2023, el apoderado del señor 

Delgado Muñetones, requirió a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, 

Oficina de Medicina Laboral, fijar fecha, hora y lugar, para el diligenciamiento del 

concepto médico laboral en la especialidad de dermatología, adicionalmente, 

solicitó copia íntegra del expediente médico laboral del actor y las anotaciones 

realizadas en el Sistema Integrado de Medicina Laboral por parte de los 

profesionales en salud, a la fecha, sin respuesta alguna por parte de la entidad 

accionada. 

 

Se advierte por parte de esta agencia judicial, que vencido el término otorgado a 

la entidad accionada para presentar el informe dentro de la presente controversia 

la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL no absolvió el requerimiento 

efectuado mediante auto admisorio del 11 de abril de 2023, por lo tanto, y 

conforme lo establece el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, en el presente caso 

mailto:disan.juridica@buzonejercito.mil.co
mailto:usuarios@mindefensa.gov.co
mailto:disanejc@ejercito.mil.com
mailto:sjmlbcoper@buzonejercito.mil.co
mailto:peticiones@pqr.mil.co
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se dará aplicación a la presunción de veracidad, en desarrollo de los principios de 

inmediatez y celeridad que presiden a la acción de tutela. 

 

Sobre la presunción de veracidad en el trámite de la acción de tutela, la Corte 

Constitucional en Sentencia del 5 de junio de 2003, explicó que “…debe darse 

aplicación, primero, al principio constitucional de buena fe que se presume en todas las actuaciones 

que adelantan los particulares ante las autoridades y que en el caso, cobija la actuación judicial de 

la actora; y segundo, que dispone que si la entidad demandada no presenta informe sobre los hechos 

que motivan la acción de tutela estos deberán tenerse como ciertos...”. 

 

Ahora bien, con relación al trámite de ficha médica para la realización de la Junta 

Médico Laboral correspondiente, el Ejército Nacional tiene la obligación legal de 

requerir a quien es apartado de las filas y evaluar su estado de salud, a través de 

la realización de un examen que debe llevarse a cabo dentro de los 2 meses 

siguientes al acto administrativo que dispone la desvinculación.  

 

Se trata, en consecuencia, de una actuación oficiosa a cargo integral de las 

Fuerzas Militares, además de un derecho cierto en cabeza del personal en 

situación de desincorporación, ahora bien, el plazo de 2 meses que establece la 

norma no alude a un término de prescripción del derecho del miembro de la 

Fuerza Pública retirado a que se le practique la valoración correspondiente, a partir 

de la cual se determina el eventual reconocimiento y pago de prestaciones 

económicas y/o la prestación de servicios asistenciales. Se trata de un término que 

vincula al Ejército Nacional para satisfacer el cumplimiento del deber ineludible a 

cargo de la Institución Castrense de adelantar con oportunidad y diligencia el 

respectivo examen. 

 

Esto implica que la superación del periodo legal no genera, en modo alguno, la 

pérdida o fenecimiento del derecho de quien deja de pertenecer a las filas de ser 

examinado y calificado por las autoridades médicas competentes, pues se trata 

de una obligación definida normativamente a cargo de las Fuerzas Militares, en 

concreto de una valoración que no es optativa, que no tiene la vocación de 

desaparecer con el paso del tiempo y, por ende, su materialización procede en 

cualquier momento; de tal forma, y siguiendo la jurisprudencia del órgano de cierre 

constitucional tampoco le es aplicable la prescripción de prestaciones establecida 

en el artículo 47 del Decreto1796 de 2000. 

 

En suma, del artículo 15 del Decreto 1796 de 2000 se extrae que la Junta Médica 

Laboral es entendida como el acto administrativo que tiene como finalidad de (1) 

valorar y registrar las secuelas definitivas de las lesiones o afecciones 
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diagnosticadas, (2) clasificar el tipo de incapacidad psicofísica y aptitud para el 

servicio, pudiendo recomendar la reubicación laboral cuando así lo amerite, (3) 

determinar la disminución de la capacidad psicofísica, (4) calificar la enfermedad 

según sea profesional o común, (5) registrar la imputabilidad al servicio de acuerdo 

con el Informe Administrativo por Lesiones, (6) fijar los correspondientes índices de 

lesión si hubiere lugar a ello, así como las demás que le sean asignadas por ley o 

reglamento. 

 

Además, debe agregarse que el procedimiento mencionado concluye con un 

acto administrativo, “de carácter particular, los cuales pueden ser objeto de los recursos de la 

vía gubernativa, solicitar la revocatoria directa de los mismos y cuya legalidad puede ser desatada 

al interior de la jurisdicción contencioso administrativa, por medio de la nulidad y restablecimiento 

del derecho6”.  

 

En consecuencia, es deber de la Junta Médico Laboral y el Tribunal en última 

instancia determinar las lesiones sufridas del personal bajo el mando del respectivo 

Comandante o Jefe, circunscribiendo las circunstancias de modo, tiempo y lugar 

como se produjeron las lesiones. Así, éstas pueden ser:  

 

a. En el servicio pero no por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad y/o accidente 

común.  

b. En el servicio por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad profesional y/o accidente 

de trabajo.  

c. En el servicio como consecuencia del combate o en accidente relacionado con el mismo, 

o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o restablecimiento del orden 

público o en conflicto internacional.  

d. En actos realizados contra la ley, el reglamento o la orden superior 

 

En la T-165 de 2017 la Corte Constitucional se manifestó respecto a la oportunidad 

de los exámenes a cargo de la Junta Médico Laboral en los siguientes términos: 

 

(…) 

 

la vulneración de los derechos fundamentales por la negación del derecho a la valoración 

no sólo ocurre cuando ésta se niega, sino cuando no se práctica a tiempo, complicando en 

algunos casos la situación del afectado. En ambas situaciones la consecuencia de negarlo 

o dilatarlo en el tiempo afecta gravemente a la dignidad humana poniendo a quien 

pretende ser beneficiario de la pensión de invalidez en una grave situación de indefensión. 

Y en caso de los miembros de las fuerzas militares, según jurisprudencia reiterada se puede 

vulnerar también este derecho cuando no se realiza una nueva valoración con el fin de 

actualizar el porcentaje de disminución, en el caso de patologías de desmejora progresiva 

en la salud (negrilla y subrayado fuera del texto). 

 

                                                           
6 Sentencia T-958/12. 
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Con relación al derecho fundamental de petición, en el dosier tutelar no obra 

respuesta a la petición elevada por el accionante el día 20 de enero de 2023, en 

consecuencia, se materializa la vulneración al derecho fundamental de petición 

pues la entidad tenía plazo de absolver dicho requerimiento hasta el día 10 de 

febrero del año en curso, en armonía con lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 

1437 de 2011 dando aplicación a la ley 1755 de 2015. 

 

Por todo lo analizado, en el presente asunto se configura la vulneración al debido 

proceso administrativo, derecho de petición y salud del actor ya que el acceso a 

la Junta Médico Laboral corresponde no solo a una de las obligaciones en cabeza 

de la autoridad administrativa, sino a un derecho irrenunciable del ex miembro de 

las Fuerzas Militares, pues es la forma de valorar su estado de salud luego de haber 

prestado sus servicios en defensa del pueblo y la Nación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 47 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 

Sección Segunda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley,  

 

F A L L A 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al derecho de petición, debido 

proceso administrativo y salud del señor HUGO DELGADO MUÑETONES identificado 

con CC No. 80.282.234, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al MINISTERIO DE DEFENSA-DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL 

EJÉRCITO NACIONAL-, que en un término de cuarenta y ocho horas (48) contados 

a partir de la fecha de notificación del presente fallo: 

 

i. Disponga lo necesario para que al señor HUGO DELGADO MUÑETÓN se le 

practiquen los exámenes en la especialidad en DERMATOLOGÍA ordenados 

el 30 de agosto de 2022 por el Oficial de Sanidad, además de los conceptos 

médicos de las especialidades que se requieran y reúna los soportes 

señalados en el artículo 16 del Decreto 1796 de 2000, con el fin de que se 

realice la Junta Médica Laboral Militar a más tardar dentro de los noventa 

(90) días siguientes a la notificación de este proveído. 

ii. Resuelva de fondo del derecho de petición radicado por el accionante el 

día 20 de enero de 2023, por medio de la cual se solicitó a la Dirección de 

Sanidad del Ejército Nacional, copia completa del expediente médico del 
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actor y las anotaciones realizadas por los médicos laborales en el Sistema 

Integrado de Medicina Laboral. 

 

La Dirección de Sanidad del Ejército Nacional deberá informar al Despacho las 

actuaciones que den cumplimiento al fallo de tutela. 

 

TERCERO: NOTIFICAR el presente proveído al DIRECTOR DE SANIDAD DEL EJÉRCITO 

NACIONAL- al apoderado judicial del actor y al Defensor del Pueblo por el medio 

más expedito, de conformidad con lo previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 

1991. 

 

CUARTO: Si no fuere impugnada la presente decisión judicial, REMITIR el expediente 

a la Corte Constitucional para su eventual revisión, y ARCHIVAR el expediente una 

vez regrese de la corporación. 

  

NOTIFÍQUESE7 Y CÚMPLASE  

 

 

CARLOS ENRIQUE PALACIOS ÁLVAREZ 

Juez 
Ah. 

                                                           
7 juridicadisan@ejercito.mil.co;  atencion.usuario@sanidadfuerzasmilitares.mil.co;  

Notificaciones.Bogota@mindefensa.gov.co;  notificaciones.tutelas@mindefensa.gov.co; 

contacto@romuloyremo.com.  

mailto:juridicadisan@ejercito.mil.co
mailto:atencion.usuario@sanidadfuerzasmilitares.mil.co
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mailto:notificaciones.tutelas@mindefensa.gov.co
mailto:contacto@romuloyremo.com


Firmado Por:

Carlos Enrique Palacios Alvarez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

047

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 953fcadc03f9aed569411510da00c76353ed6acf4b4d3197d4b18be470bcc555

Documento generado en 24/04/2023 02:33:58 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


